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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Proyecto aprobado mediante acta Nro. 1408 del dieciocho (18) de diciembre de dos mil diecisiete (2017)
Pereira, Diecinueve (19) de diciembre de dos mil diecisiete (2017) 
Hora: 8:47 a.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR

Se procede a resolver lo concerniente al recurso de apelación interpuesto por el defensor de Carlos Andrés Ramírez Gómez, en contra de la determinación adoptada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas, en sesión de juicio oral donde no aceptó la solicitud de la defensa para que se excluyeran unas pruebas de la FGN.
2. ANTECEDENTES

2.1 Según escrito de acusación presentado por la Fiscalía General de la Nación
 el supuesto fáctico es el siguiente:

“El día 23 de Septiembre del año 2015 a eso de las 11:52 horas aproximadamente, hasta la residencia ubicada en el Barrio Camilo Torres, Plan 3 Zona 3 Casa 17 del Municipio de Dosquebradas, llegaron varias personas provistas de armas de fuego que portaban sin el respectivo salvoconducto y, mientras varios de ellos se quedaron a las afueras de la residencia, dos ingresaron a la residencia y accionaron las armas en contra de quienes allí se encontraban, lesionando a quien en vida respondía al nombre de JEFFERSON TORO HURTADO, persona que al ser trasladada al Hospital Santa Mónica del Municipio de Dosquebradas, llegó sin vida. La diligencia de Inspección Técnica a Cadáver fue realizada el día 24-09-2015 por parte de personal de la SIJIN. Igualmente se atentó contra la vida del señor DIEGO FERNANDO ARAQUE CORTES. 
Previamente a eso de las 11:55 horas, la Central de Radio de la Policía Nacional, reporta que ingreso una llamada a la línea de emergencia 123 donde indican que entre los Barrios Pueblo Sol y Camilo Torres de municipio de Dosquebradas, hay varias personas que portan armas de fuego de diferentes tipos, trasladándose la patrulla del cuadrante y varias patrullas de la SIJIN., que se encontraban cerca al lugar de los hechos, quienes al llegar al lugar, encuentran varias personas corriendo manifestando que habían llegado al plan 3 zona 3 casa 17 del Barrio Camilo Torres, unos sujetos armados disparando contra la humanidad de las personas que se encontraban en dicha residencia, causándole herida de gravedad a uno de los habitantes de este inmueble, describen a los agresores física y morfológicamente, señalando que estos huyeron hacia Pueblo Sol Bajo, suministrando una característica especial que entre esas personas sale un sujeto que tiene dificultad en sus extremidades inferiores, que vestía una camiseta color rojo. Es así que los funcionarios de Policía Judicial JHON JEFFERSON RESTREPO y HAROLD HERNÁN QUINTERO PULGARÍN, en el procedimiento que realizaban en el sector, observan frente a la Manzana 22 Casa 286 una persona con estas características, quien era señalado por la comunidad como unos de los partícipes del hecho de inmediato es abordado por los policiales, la persona se identificó como JOSE YESID GALEANO RAMÍREZ, a quien le dieron a conocer sus derechos como persona capturada, e igualmente para preservarle su integridad personal antes que la comunidad lo lesionara, ya que lo señalaban como uno de los autores de la balacera, donde resultó como víctima JEFFERSON TORO HURTADO y DIEGO FERNANDO ARAQUE CORTES, por ellos, es trasladado a la URI., para su judicialización.”
Es así que en su momento con las entrevistas de familiares y testigos presenciales de los hechos, se acude el día 25 de septiembre del año 2015 ante el Juzgado Primero Penal Municipal con función de Control de Garantías de Dosquebradas, donde se legaliza la captura en situación de flagrancia de JOSE YESID GALEANO RAMÍREZ, y se le formula la imputación como presunto coautor a título de Dolo de las conductas de HOMICIDIO AGRAVADO en concurso con el punible de TENTATIVA DE HOMICIDIO AGRAVADO de que tratan los artículos 103 y 104 Nº 7, 27 y 31 del Código Penal en concurso Heterogéneo con el punible de Fabricación, Tráfico y Porte de Armas de Fuego o Municiones de que trata el artículo 365 ibídem con la circunstancia agravante que trata el Numeral 5º., cargos que no fueron aceptado. Se le impuso medida de aseguramiento consistente en Detención Preventiva en establecimiento de Reclusión.
(…)
Por estos hechos y previa solicitud de las correspondientes ordenes de captura, las mismas se hicieron efectivas a  través de diligencia de allanamiento y registro, por ellos una vez legalizada la orden e igualmente la diligencia de registro, se formula imputación a CARLOS ANDRÉS RAMIREZ GOMEZ conocido con el alias de “CALOCHO O STUART”; JUAN PABLO RAMIREZ GOMEZ conocido con el alias de “PABLO O PELUSA”; NELSON GIOVANNY CUBILLOS GONZALEZ con el alias de “NELSON O MUECO”; YEISON STIVEN CORREA CORREA, alias “NARIZ O NARICES” y JAIRO DE JESÚS FLOREZ BOTERO, alias “EL INDIO O MEME” como presuntos coautores de los punibles de HOMICIDIO AGRAVADO de que trata el ART. 103, 104 numerales 6 y 7 del Código Penal. En concurso con el Delito de Fabricación, Trafico y Porte de Armas de Fuego o Municiones de que trata el artículo 365 ibídem con las circunstancia agravante que trata el Numeral 6 y7. Cargos que no fueron aceptados. Audiencia que se realizó ante el Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia Risaralda con Función de Control de Garantías el día 17 de Octubre de 2015. Se les impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en establecimiento de reclusión. Actualmente recluidos en la Cárcel de Varones La 40.

(…)”
3. SOBRE LA ACTUACIÓN QUE DIO ORIGEN AL PRESENTE RECURSO
3.1 En la audiencia de juicio oral que inició el 1º de junio de 2017 y se reanudó el 2 de agosto de 2017, se presentó la siguiente actuación que guarda relación con el recurso propuesto:

3.2 Se continuó con la recepción del testimonio del señor Harold Hernán Quintero Pulgarín, investigador de la Policía Nacional, quien hizo referencia a las actividades investigativas que realizó para esclarecer los hechos. 
3.3 Luego tomó  la palabra el Dr. Alejandro Pérez Alarcón, Defensor de Yeison Steven Correa Correa,  quien solicitó los documentos allegados por la Fiscal en la audiencia que se celebró el 1º de junio de 2017. 
3.4 La delegada de la FGN le corrió traslado de esos documentos, que eran unas actas de reconocimiento fotográfico del procesado Yeison Steven Correa Correa.
3.5 Después de revisar ese documento, el Defensor del señor Correa manifestó que existía una posible adulteración en uno de esos, ya que en el original aparecía repintado con lapicero la fecha 28 de septiembre de 2015 y el que estaba en su poder tenía como fecha la del 22 del septiembre de 2015, pese a que se trataba de una copia del mismo documento.

3.6 La Fiscal precisó que se trataba del álbum de reconocimiento fotográfico y videográfico realizado por el testigo Harold Hernán Quintero Pulgarín, integrante de la Policía Nacional con el testigo Eridalfer Herrera, en el cual se he hizo un reconocimiento a Jeison Stiven Correa para lo cual se le puso de presente el álbum 356-1, documento que tiene dos actas de reconocimiento, una de ellas realizada por un patrullero llamado Julián N , indicando que el defensor solo había hecho referencia al primer documento, es decir el reconocimiento que hizo el señor Herrera. 
3.7 Al exhibirse al investigador Quintero el álbum fotográfico “álbum 356-1”, este se refirió al acta de reconocimiento fotográfico y videográfico de fecha 7 de octubre de 2015 donde el testigo Eridalfer Herrera, señaló la imagen Nº 5 diciendo que conocía a esa persona con el alias de “Nariz”. 
Expuso que había suscrito ese documento, que tenía como fecha de autorización el 28-09-2015, por lo cual desconocía porque razón en la copia de ese escrito que estaba en poder del defensor de Yeison Steven Correa Correa (Folio 4 C. Evidencias FGN) aparecía como fecha el 22-09-2015, y agregó que el número en el acta original estaba sobrepuesto. Dijo que no había repintado ese documento, pues se trata de un “8” que no solía hacer de ése modo, que se entiende es sobre la fecha del 28-09-2015, reiterando que había intervenido en esa diligencia y que todo lo que constaba en ese atestado era cierto, en lo referente al reconocimiento que hizo el testigo Eridalfer Herrera contra Yeison Steven Correa alias “Narices” (Ver folio 4 C. Evidencias FGN).
Luego el mismo investigador dijo que reconocía otros documentos sobre elaboración de álbumes para una diligencia de reconocimiento fotográfico (álbum No. 356-1), que se realizó con el testigo Jhon Deiby Toro Hurtado el 7 de octubre de 2015, que según la copia del acta presentada por el defensor (ver Folio 13 C. Evidencias FGN) tiene como fecha de autorización el 22-09-2015, al tiempo que en el documento original aparece que fue autorizada el 28-09-2015.
El testigo dijo que no recordaba la fecha de autorización de ese acto de investigación, pero el que ese número “8” no correspondía a sus grafías. Señaló que en esa diligencia el testigo Toro Hurtado había reconocido a Yeison Stiven Correa Correa, conocido como “Nariz” y que se habían cumplido los procedimientos sobre cadena de custodia de ese documento. 
3.8. Seguidamente frente a una pregunta del abogado Cesar Helcías Huertas reiteró que no había colocado el mencionado numero “8” en esos documentos, referido a la fecha 28 de agosto de 2015 y reconoció el acta en mención, que aparecía autorizada el 22 de agosto de ese año aunque indicó que en lo demás el contenido del documento era cierto. 

3.9 Posteriormente la delegada de la FGN le preguntó al investigador Quintero sobre la presunta adulteración que se presentaba en esas actas de reconocimientos fotográficos. El citado funcionario manifestó sobre ese tema puntual que la irregularidad se presentaba únicamente en la fecha de autorización del Fiscal para esos actos de investigación y que lo demás era cierto, es decir lo relativo al señalamiento que hicieron los testigos que concurrieron a esas diligencias.

Seguidamente la representante del ente acusador solicitó que se incorporaran dichos documentos como prueba.
3.10 Los abogados Alejandro Pérez Alarcón y César Helcías Huertas Valencia interrogaron al testigo en el mismo sentido y se pronunciaron sobre la presunta alteración de los documentos o rótulos FPJ 20, FPJ 11, FPJ 7 elaborados el 7-10-2015 y con la misma fecha de reconocimiento, álbumes fotográficos 356 y 356-1, cuyas cadenas de custodia fueron iniciadas y cerradas por el investigador Norberto Orozco Vanegas. 
3.10.1 El Defensor del señor Yeison Steven Correa Correa invocó el artículo 23 del CPP (cláusula de exclusión probatoria), con el fin de oponerse a la pretensión de la delegada de la FGN para que se incorporaran como prueba para el juicio los documentos relacionados con las actas de reconocimiento fotográfico de su representado del 7 de octubre de 2015, álbum fotográfico 356-1 y de la misma fecha el álbum fotográfico 356/1, ya que en su criterio y según lo dicho por el investigador Quintero, dichos documentos presentaban una alteración respecto de la fecha de autorización del procedimiento del cual se derivó el atestado del que le dio trasladó la FGN, en el sentido que el número 28 de septiembre 2015 no fue reconocido por el testigo como si hubiera sido colocado con su puño y letra, ya que 3 días después de la audiencia de acusación le fueron allegados por parte de la FGN esos documentos que se supone eran fiel copia de los que observó el testigo, en los cuales la fecha de fecha de autorización de los reconocimientos fotográficos databa del 22 de septiembre de 2015, es decir dos días antes de la ocurrencia de los hechos y como se colocó el número 8 para hacerla aparecer como del 28 de septiembre del mismo año, se podía inferir que los mismos podían haber sido alterados en el “resto de su contexto”, es decir en fechas o en horas, concluyendo que no correspondían a los que fueron allegados a la defensa, por lo cual solicitó que esas actas fueran excluidas del juicio por la razón enunciada.
3.10.2 El defensor del señor Carlos Andrés Ramírez Gómez se pronunció frente al citado documento FPJ 20 (actas de reconocimiento fotográfico) que fue el que hizo el testigo Elidalfer Herrera, agregando que nunca le fue puesto de presente por parte de la FGN durante el juicio. Fundamentó su solicitud de exclusión en el mencionado artículo 23 del CPP y en el artículo 29 de la CP, por presentarse una violación al debido proceso al haber sido alterada la prueba tal como lo refirió el otro defensor por cambio de la fecha de su autorización, ya que esa evidencia debía ser igual a la que recibieron los demás defensores. Señaló como responsable de esa situación a la FGN sin individualizar a algún responsable, y adujo además que no se practicó ninguna diligencia de reconocimiento en fila de personas que convalidara ese señalamiento. Dijo que esa situación también se presentaba con otro reconocimiento que se hizo con la testigo Erika Jazmín Betancur Hernández. 
3.11. Luego de escuchar a las partes, el juez de conocimiento resolvió denegar la solicitud hecha por los defensores y ordenó incorporar como prueba los documentos objeto de debate, conforme a lo solicitado por la delegada de la FGN.

3.12 El abogado César Helcías Huertas Valencia interpuso el recurso de reposición y subsidiariamente el de apelación. No se repuso la decisión adoptada y se concedió el recurso de apelación en efecto suspensivo.
4. SOBRE LA DECISIÓN RECURRIDA
El A quo se pronunció sobre la solicitud de exclusión probatoria antes referida. La síntesis de su decisión es la siguiente:

· No acogió el pedimento de la defensa que estaba basado en el artículo 23 del CPP, ya que si bien es cierto que en su declaración en el juicio, cuando se solicitó al investigador Harold Hernán Quintero que aclarara el número de fecha de autorización de los reconocimientos referidos, este manifestó que ese número 8 no lo reconocía como de su autoría ya que aparecía en unos documentos con la fecha 22 de septiembre del año 2015, lo real es que en medio de su declaración el mismo funcionario de Policía Judicial autenticó en debida forma todas las actas de reconocimiento, en la medida en que intervino en su elaboración, por lo cual se debe aplicar el artículo 426 del CPP sobre los métodos de autenticidad e identificación de los documentos.
· Al haber participado el señor Harold Hernán Quintero en la elaboración de las citadas actas, resulta pertinente preguntarse hasta qué punto una fecha que aparece con el número 22 y aparentemente se haya adulterado con el numero 28 relativa a la fecha de autorización de los reconocimiento fotográficos, implique la exclusión de esas evidencias, ya que el declarante participó en esos actos de investigación y por ende puede dar fe de su realización y de la comparecencia de los testigos que reconocieron a los procesados Yeison Stiven Correa y Carlos Andrés Ramírez Gómez, máxime si esa diligencia fue realizada en presencia de un delegado del Ministerio Público.

· No compartió el argumento de los defensores sobre una presunta vulneración de las garantías procesales de los procesados por haberse efectuado un reconocimiento fotográfico sin su presencia, ya que el inciso final del artículo 252 del CPP dispone que ese tipo de reconocimiento no exonera al reconocedor de hacer la identificación en fila de personas en caso de aprehensión o presentación voluntaria del imputado, la cual se debe hacer con presencia de su apoderado, por lo cual la situación invocada era un tema que debía quedar postergado para los alegatos de conclusión donde sería procedente el debate sobre la mismidad de esas evidencias, por lo cual no había lugar a excluir esas pruebas documentales.
· En consecuencia, al no advertirse ninguna vulneración de garantías fundamentales, consideró que se debía incorporar esa prueba documental para el juicio.
5. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO 

5.1 Dr. César Helcías Huertas Valencia, abogado defensor de Carlos Andrés Ramírez Gómez (recurrente) 

· Luego de hacer una referencia genérica a la prueba de reconocimiento fotográfico y la necesidad de su ratificación mediante el reconocimiento en fila de personas, consideró que el juez de primer grado se equivocó al afirmar que la alteración de un documento público por parte de la FGN no debía generar su exclusión, máxime cuando se podía presentar un delito de falsedad material o de falsedad ideológica en  documentos públicos cuya inclusión se le permitió al ente acusador, pese a que el atestado que se le puso de presente era totalmente contrario al que recibió la defensa, lo que vulneraba el principio de igualdad de armas.
· Solicitó que se excluyeran los reconocimientos fotográficos por vulneración al artículo 29 de la Constitución Política y del artículo 252 del CPP, puesto que el inciso final de este último artículo tiene como finalidad garantizar los derechos de las personas que en algún momento lleguen a estar privadas de la libertad, a efectos de que se confirme que efectivamente se trata de la misma que es señalada en la diligencia de reconocimiento en fila de personas.

· En consecuencia puede entenderse que la fecha de autorización de los reconocimientos fotográficos se dio el 22 de septiembre de 2015, esto es, con antelación a la ocurrencia de los ilícito afectando así los derechos de los acusados, lo que lleva a inferir que de manera dolosa se adecuaron los álbumes fotográficos. Considera que aunque se tratara de un error de elaboración del documento, la FGN debió corregir ese dislate ante un juez de control de garantías y no de la manera como pretende hacerlo en este caso, afectando el principio de la buena fe y contrariando los principios rectores y las garantías procesales. 
· El documento no fue elaborado por el testigo Harold Hernán Quintero y que además fue hecho con 8 fotografías, pese que la ley indica que deben ser fotografías no inferiores a 7, pero si un número impar.
En consecuencia pidió la revocatoria de la decisión recurrida.

5.2. Los demás defensores y el representante de víctima no se pronunciaron al respecto. 
5.3. Delegada de la FGN (no recurrente) 

· Interviene en este proceso desde el inicio del juicio oral y por tanto no participó en el recaudo de las pruebas.
· Los defensores no fueron asaltados en su buena fe frente al descubrimiento de los documentos citados, pues en uno de ellos que tiene que ver con el reconocimiento que hizo la testigo Erika Jazmín Betancur, aparece como fecha de autorización la del 28 de septiembre de 2015 con la misma situación del posible cambio del número 2 por el número 8, pero como ya se había realizado el descubrimiento probatorio se trata de una situación que se pudo avizorar con anterioridad. 

· Acepta que existe una alteración en la fecha de autorización de los documentos citados en el número final (22) que fue por un 8, para quedar en 28 de septiembre de 2015, tal como lo reconoció el investigador Harold Quintero. Sin embargo, el mismo funcionario manifestó que era cierto lo que estaba consignado en los citados documentos, por lo cual esa situación no debe desdibujar lo que expuso sobre los reconocimientos fotográficos aludidos. 
· Si los hechos ocurrieron el 24 de septiembre de 2015, resultaba imposible que las actas de reconocimiento fueran de fechas anteriores, lo que demuestra que esos atestados fueron el producto de un trabajo honesto del investigador Quintero.
· Las normas que regulan la práctica de esa clase de pruebas no exigen que las fotografías que parecen en los documentos de reconocimiento sean impares, ni que se deba hacer un reconocimiento en fila de personas para validar un reconocimiento fotográfico, por lo cual esa evidencia debe ser valorada en la sentencia.  

· Por lo anterior solicitó confirmar la decisión adoptada y que se admitieran como prueba los documentos mencionados.

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto por el artículo 34-1 de la ley 906 de 2004.
6.2. Problema jurídico: 
Con base en el principio de limitación de la doble instancia, y en atención a la decisión impugnada, el problema jurídico a resolver se contrae a determinar el grado de acierto de la determinación del A quo de admitir como prueba los documentos relacionados con los reconocimientos fotográficos de los procesados Yeison Stiven Correa Correa y Carlos Andrés Ramírez Ospina, en las que intervinieron los testigos Eridalfer Herrera y Jhon Deivi Toro Hurtado, pese a que en las actas originales de esos actos de investigación figure una fecha de autorización de esos actos de investigación distinta a aquella consignada en las copias de esos documentos que fueron entregadas a los defensores, tal como se explicó en los apartados 3.5 a 3.8 de esta decisión.

6.3 En atención a la situación planteada por la defensa se parte de los siguientes hechos probados: 

6.3.1 La FGN aportó las actas de reconocimiento fotográfico del 7 de octubre de 2015, diligencias que aparecen autorizadas el 28 de septiembre de 2015 por el fiscal German Tobon Uribe. Según ese documento, el testigo Eridalfer Herrera, con base en el los álbumes fotográficos 352-1 y 356-1 reconoció a Yeison Steven Correa y a Carlos Andrés Ramírez Gómez, como participantes en los hechos investigados. 
Igualmente se anexaron las actas del 7 de octubre de 2015, que aparecen autorizadas en la misma fecha (28 de septiembre de 2015) por el fiscal Tobón, donde el testigo Jhon Deibi Toro Hurtado con base en los álbumes fotográficos 356-1 y 356-2 señaló en dos oportunidades a Yeison Stiven Correa como uno de los responsables de los hechos investigados, lo mismo que a Carlos Andrés Ramírez Gómez (álbum 352-1 y 352 -2).
Por su parte los defensores de los citados ciudadanos exhibieron en el juicio oral la copia de la citada autorización que le entregó la FGN al descubrir la evidencia, donde consta que esos actos de investigación fueron autorizados por el mismo fiscal Tobón el 22 de septiembre de 2015 y no el 28 de septiembre del mismo año, como consta en los documentos aportados por la FGN.

6.3.2 Al existir esa disparidad de fechas en lo relativo a la autorización del fiscal para adelantar esos actos de investigación, el recurrente considera que se presenta una conducta de falsedad material ya que el numero 28 fue repintado o superpuesto al número “22” que obraba como fecha de autorización de los citados documentos del mes de septiembre de 2015, por lo cual pide que se excluya esa evidencias por su ilegalidad.

6.3.3 Sobre el tema en mención hay que manifestar que el investigador Harold Hernán Quintero Pulgarín fue claro al manifestar en el juicio oral que no había superpuesto el número “8” luego del “2” para que esas diligencias aparecieran como autorizadas por el fiscal Germán Tobón el 28 de septiembre de 2015.

6.3.4 Ahora bien, para examinar los efectos de la situación referida por la defensa, se debe tener en cuenta que según el escrito de acusación, los hechos investigados ocurrieron el 23 de septiembre de 2015 a las 11.52 horas, por lo cual no resultaba posible que el 22 de septiembre del mismo año se hubieran expedido unas órdenes para reconocimiento fotográfico de los acusados Yeison Stiven Correa Correa y Carlos Andrés Ramírez Gómez, con los testigos Eridalfer Herrera y Jhon Deibi Toro Hurtado.
6.3.5 Además, con el testimonio del mismo investigador Quintero quedó claro lo siguiente: i) que los actos de investigación en los que intervinieron esas personas se realizaron el 7 de octubre de 2015, como consta en las actas respectivas; ii) que los testigos reconocentes comparecieron a esas diligencias; iiiI) que en ellas señalaron específicamente a Yeison Stiven Correa y a Carlos Andrés Ramírez Gómez, como participantes en los hechos investigados; y iv) que con la salvedad relativa a la fecha de autorización de esos actos de investigación, el contenido de esas actas era cierto íntegramente.

6.3.6 En consecuencia, no existe prueba de lo aseverado por el censor en el sentido de que algún integrante de la FGN, incurrió en una falsedad al repintar el número “8” sobre el número “2”, para que los reconocimientos aparecieran autorizados el 28 de septiembre de 2015 y no el 22 del mismo mes, pues salta a la vista que pese a que en las actas que recibieron los defensores aparece que esas órdenes fueron expedidas el 22 de septiembre de 2015, no resulta consistente en planteamiento del recurrente al indicar que la FGN se “adelantó”, a los hechos de sangre que se presentaron el día siguiente a las 11.52 horas en la residencia ubicada en el barrio “Camilo Torres”, plan “B”, zona 3 casa No. 17 de Dosquebradas, donde fue asesinado Jefferson Toro Hurtado y se atentó contra la vida de Diego Fernando Araque Cortes, lo que lleva a inferir que en las actas originales que presentó la FGN se trató de corregir el dislate inicial frente a la fecha de su autorización, situación que no afecta la legalidad de esos atestados, por no coincidir en ese único aspecto con las que fueron reveladas a la defensa, ya que en un sentido lógico se entiende que las autorizaciones para los reconocimientos fotográficos tuvieron que ser expedidas con posterioridad a los hechos investigados y no antes de que estos se presentaran, fuera de que del testimonio del investigador Harold Hernán Quintero se deduce claramente la preexistencia de esas órdenes, sin las cuales no habría sido posible que se elaboraran los álbumes fotográficos necesarios para adelantar la diligencia prevista en el artículo 252 del CPP, con los testigos Erifalder Herrera y Jhon Deybi Toro Hurtado. 

6.3.7 En esas condiciones y al advertirse que los citados reconocimientos fueron practicados con los requisitos del artículo 252 del CPP, la Sala considera que le asistió razón al juez de primer grado, al negar la exclusión de esas evidencias que no podrían ser definidas como pruebas ilegales, ya que no se adecuan a la definición contenida en el precedente CSJ SP del 2 de marzo de 2005, radicado 18.103, donde se dijo lo siguiente:

“(...) 

“La prueba ilegal se genera cuando en su producción, práctica o aducción se incumplen los requisitos legales esenciales, caso en el cual debe ser excluida como lo indica el artículo 29 Superior.

En esta eventualidad, corresponde al juez determinar si el requisito legal pretermitido es esencial y discernir su proyección y trascendencia sobre el debido proceso, toda vez que la omisión de alguna formalidad insustancial por sí sola no autoriza la exclusión del medio de prueba
.

6.3.8 Lo anterior sin perjuicio de que la FGN deba cumplir con la carga probatoria que se exige en materia de reconocimientos fotográficos, según lo dispuesto en CSJ SP del 27 de febrero de 2013, radicado 38773 , donde se dijo lo siguiente:
“(...) 
2. Los reconocimientos fotográficos:

El Código de Procedimiento Penal de 2004 cataloga como medios de identificación, entre otros, tanto los reconocimientos realizados por medio de fotografías o videos, como aquellos efectuados en fila de personas.  

Sin embargo, es claro que el acto de reconocimiento se presenta en desarrollo de una declaración, entendida en sus aspectos formal y sustancial. Sobre lo primero, recuérdese cómo con fundamento en los estatutos procesales penales expedidos con anterioridad a la Ley 906 de 2004, esta Corporación ha sido enfática en señalar que los reconocimientos constituyen una prolongación de los testimonios
. Y en relación con lo segundo, porque el señalamiento constituye una afirmación en virtud de la cual una persona identifica a otra como quien llevó a cabo un determinado comportamiento.

(...) 
Ahora bien, como el reconocimiento, sea fotográfico (incluido el realizado con video) o en fila de personas, adquiere trascendencia sólo en la medida en que se haga valer en el juicio para demostrar la responsabilidad del acusado, la pregunta que corresponde ahora dilucidar a la Sala es de qué forma el mismo debe ser introducido al debate oral y si el mecanismo utilizado para el efecto puede o no cambiarle su naturaleza jurídica.

Procede la Corte a responder estos interrogantes:

De acuerdo con el numeral 5º, literal d) del artículo 337 de la Ley 906 de 2004, todos los documentos, objetos u otros elementos deben ingresar al juicio a través de los respectivos testigos de acreditación. En el caso de los reconocimientos, se tiene que pueden incorporarse a través de quien realiza el señalamiento o del funcionario que practica el reconocimiento. Sin embargo, las implicaciones jurídicas son diferentes en uno u otro caso. En el primero, como el reconocente rinde testimonio ante el juez de la causa y puede, por ende, ser contrainterrogado sobre las circunstancias en que conoció los hechos e identificó al acusado como quien participó en la ejecución del punible, la prueba deja de tener carácter de referencia para mudar en prueba directa, adquiriendo entonces la misma naturaleza del respectivo testimonio.

(...) 

Si, en cambio, el reconocimiento se introduce a través del funcionario que lo practicó la prueba no pierde su carácter de referencia. La razón es evidente: en ese caso la parte contra quien se aduce, aun cuando puede contrainterrogar al testigo acerca de la forma como realizó la diligencia de reconocimiento, carece de esa posibilidad frente a las circunstancias en las cuales el reconocente percibió la ocurrencia de los hechos. Pero es más, y precisamente por desconocer esas particularidades, todo lo declarado por el funcionario sobre éstas girará en torno a lo que escuchó del testigo directo de los acontecimientos criminales, luego su declaración será de oídas.

Las precedentes consideraciones, por lo demás, coinciden con lo expresado por la Corte sobre el tema en particular tratado, en cuanto al respecto señaló: “…al juicio debe comparecer personalmente la víctima o el testigo que llevó a cabo el reconocimiento, a fin de que ratifique o rectifique el señalamiento y la identificación practicada en la investigación, salvo el caso que el reconocimiento se pretenda hacer valer como prueba de referencia a términos de los artículos 437 y siguientes del Estatuto Procesal Penal”
 .
6.4. Con base en las razones antes enunciadas se confirmará la decisión recurrida.
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión del juez 2º penal del circuito de Dosquebradas  mediante la cual no accedió a la solicitud de exclusión probatoria formulada por los defensores de los señores Yeison Stiven Correa Correa y Carlos Andrés Ramírez Gómez, en lo que fue objeto de impugnación.

SEGUNDO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede ningún recurso.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia del 2 de marzo de 2005, Radicado 18.103.
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